PROYECTO DE LEY

El SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1°:  Créase en el ámbito del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires la Oficina Anticorrupción, la que tendrá a su cargo la elaboración y coordinación de programas de lucha contra la corrupción y el control en el sostenimiento de la ética en las conductas en el sector público provincial y gozará de las competencias y atribuciones que se establecen en los artículos siguientes.

ARTICULO 2°: Para alcanzar el cumplimiento de sus cometidos, la Oficina Anticorrupción podrá: 

a) Recibir denuncias y promover investigaciones.

b) Requerir informes a los organismos nacionales, provinciales o municipales, a los organismos privados y a los particulares, cuando corresponda.

c) Recabar la colaboración de las autoridades policiales, para realizar diligencias y citar personas a su despacho, al solo efecto de prestar declaración testimonial.

d) Promover la investigación de la conducta administrativa de los agentes integrantes de la administración provincial descentralizada, y de las empresas, sociedades y todo otro ente en el que el Estado provincial tenga participación.

e) Efectuar investigaciones en toda institución o asociación que tenga como principal fuente de recursos el aporte estatal, ya sea prestado en forma directa o indirecta, en caso de sospecha razonable sobre irregularidades en la inversión de los mencionados recursos.

f) Denunciar ante la Justicia competente los hechos que, como consecuencia de las investigaciones practicadas, sean considerados delitos. En tales casos, las investigaciones llevadas adelante por la Oficina Anticorrupción, junto al Procurador General de la Suprema Corte de Justicia, tendrán el valor de prevención sumaria. El ejercicio de la acción pública quedará a cargo de los Fiscales competentes ante el Tribunal donde quede radicada la denuncia

g) Disponer exámenes parciales, a cuyo fin podrá requerir de las reparticiones o funcionarios públicos la colaboración necesaria que éstos estarán obligados a prestar.

h) Informar objetivamente a los medios de comunicación sobre los principales asuntos o investigaciones, absteniéndose de vulnerar el principio de inocencia, el derecho a la intimidad, la dignidad de las personas y la reserva de las actuaciones judiciales, en su caso.

ARTICULO 3º: Los organismos policiales y de seguridad deberán prestar a la Oficina Anticorrupción la colaboración que les sea requerida, adecuándose a las directivas impartidas por los miembros del Ministerio Público y destinando a tal fin el personal y los medios necesarios a su alcance. 

ARTICULO 4°: La Oficina Anticorrupción  estará compuesta por un Titular y un Adjunto, los que serán designados por el Poder Ejecutivo, a partir de una terna que elevará la Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 5º: Serán deberes de la Oficina Anticorrupción:

a) Ejecutar todos sus cometidos, ajustándolos a la política criminal y de persecución penal del Ministerio Público Fiscal.

b) Elevar al Procurador General un Informe Anual sobre la gestión a su cargo.

c) Dictar su reglamento interno. 

ARTICULO 6°: Incorpórase al artículo 18º de la ley 13.175 - Ley de Ministerios-el inciso 10), con lo que quedará redactado de la siguiente manera:




“Artículo 18º: Le corresponde al Ministerio de Justicia asistir al Gobernador de la Provincia en la determinación de las políticas relativas a la relación con el Poder Judicial y al ejercicio pleno de los principios, derechos y garantías constitucionales. En especial, le compete:




...




10) Garantizar el funcionamiento de la Oficina Anticorrupción, dotándola del personal administrativo que sea menester para el correcto desempeño de su cometido”.

ARTICULO 7°:  Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

F U N D A M E N T O S

El presente Proyecto de Ley tiene por objeto colaborar con la administración de Justicia, creando una entidad específica, destinada a luchar contra la corrupción en el sector público de la Provincia de Buenos Aires, y reconoce como antecedentes directos la Ley de creación de la Oficina Anticorrupción en el Gobierno Nacional, y el Proyecto de Ley presentado oportunamente ante esta Cámara por la Diputada Elizabeth Moyano con el acompañamiento de la totalidad de su Bloque político.

Velar por la transparencia de los actos públicos es un mandato constitucional que debe ser efectivamente puesto en ejercicio como resguardo de la institucionalidad para la preservación de nuestro régimen democrático.

Los actos de corrupción y las conductas reñidas con la ética de parte de funcionarios estatales en perjuicio de los intereses de particulares que deben proteger, y aquéllos que terminan malversando o malgastando los fondos del erario público, deben ser castigados con premura y severidad ejemplar, y deben ser puestos bajo la atenta lupa de la Justicia, primero, y de la opinión pública luego para el permanente mejoramiento de la calidad institucional y de la representación política, que es la base de sustento y el seguro del sistema democrático que hemos adoptado para la organización de la Nación.  Para ello nos parece apropiado impulsar la creación de un ámbito específico que goce de las atribuciones y facultades indispensables para el cumplimiento de tal fin, evitando que la turbia sombra de la corrupción se extienda con mayor celeridad y sentimiento de certeza colectivo que las sentencias judiciales.

La sensación generalizada de que la responsabilidad política originada por actos de gobierno no suele ir acompañada de la responsabilidad penal frente a consecuencias lesivas devengadas por esos mismos actos, es una realidad que debemos cambiar.

Para dotar a la democracia de la potencia ética que la ciudadanía reclama, es menester reducir la brecha existente entre responsabilidad política y responsabilidad penal. En efecto, la sanción moral de la comunidad o el mero castigo político parecen insuficientes para poner en su justo lugar a los corruptos. Cómo negar que, cuando en forma reiterada se encuentran sospechados o claramente involucrados en delitos miembros de fuerzas de seguridad o de la justicia, se pone en tela de juicio no sólo a esas personas sino a toda la estructura de control social?.
        El deterioro de la ética en los cuadros dirigentes de la función pública (jueces, políticos, policías, militares, funcionarios del Estado, etc.) tiene un efecto nefasto sobre la ética social, casi un efecto en cascada sobre el resto de la población, por lo que se torna difícil lograr que en la base se respeten códigos éticos si, quienes tienen el poder de modificar las cosas, muestran desaprensión e insensibilidad social

La Oficina Anticorrupción que este Proyecto de Ley crea tendrá como objetivo central la prevención de conductas disfuncionales que pudieran facilitar la realización de actos de corrupción, asegurando y velando por la mayor transparencia y el sostenimiento de pautas éticas, en el ejercicio de la función pública y, a tal efecto, investigará de oficio, o mediante la presentación de denuncias, todo acto sospechado de corrupción en la órbita estatal del Gobierno de la Provincia. 

Su misión será, básicamente, promover la investigación de la conducta administrativa de los funcionarios públicos y de toda empresa, sociedad o ente que cuente con participación estatal. Para la realización de su cometido, deberá contar con la colaboración de las instituciones estatales a las que apele para requerir informes, y podrá citar a ciudadanos y/o funcionarios para tomarles declaración testimonial. Podrá operar, asimismo, en concurrencia con la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires y el resultado de sus investigaciones, en caso que se considere que hubo delito, deberá ser indefectiblemente elevado a la Justicia en forma de denuncia.

La lucha contra la corrupción ha sido una de las principales banderas enarboladas por los partidos políticos argentinos durante las campañas electorales. Toda acción tendiente a prevenir o limitar la posibilidad de este tipo de acciones delictivas u orientada a impulsar investigaciones que prosperen hacia sanciones ejemplificadoras, merece apoyo estatal como una forma de honrar el compromiso electoral asumido oportunamente ante la ciudadanía.

En toda época, la corrupción erosiona las bases del orden social y promueve diferencias inaceptables e incompatibles con el espíritu democrático.

Contar con una Oficina Anticorrupción específicamente creada para enfrentar a este flagelo, es una deuda que la Legislatura bonaerense debe saldar para propender a un modelo estatal más transparente, donde la vocación de servicio público no pueda confundirse solapadamente con la defensa o el cultivo del beneficio privado.

Por estas razones, solicito a mis pares la aprobación de la presente iniciativa.- 

